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Presupuestos Generales del Estado


Los presupuestos en su contexto
Las grietas de los pilares de la política presupuestaria neoliberal. 

Joaquín Arriola / dic 07

A la hora de valorar los presupuestos, hay que situar los mismos en su contexto. Este tiene dos dimensiones, una estructural y otra coyuntural.

En términos estructurales, el dato más significativo es que el gasto público corriente en España está por debajo del necesario para ser considerado un país de desarrollo elevado. En efecto: en 2007 el gasto público corriente en España representó un tercio (33,3%) del Producto Interior Bruto, frente a un 42,5% en los países de la eurozona(1). Todos los países europeos de nivel de desarrollo superior al de España tienen en 2007 un gasto público superior al 40% del PIB, y en algunos casos, como Suecia, Dinamarca o Francia, cercano al 50%. 

Por tanto, si hay una correlación clarísima a este respecto es la existente entre el nivel de vida y de bienestar de la población y el gasto público. Esto es sencillo de entender para cualquiera que sepa analizar la realidad con un poco de solvencia: el valor añadido en la sociedad que se genera por el mercado tiende a concentrarse, en particular en manos de los capitalistas. Ello provoca una gran polarización social en términos de renta y riqueza, entre capital y trabajo en primer lugar, y entre los propios trabajadores. Esta predisposición a la concentración del valor podrá ser más lenta, como en los años cincuenta y sesenta, o más rápida, como desde los ochenta hasta ahora, pero se produce siempre en el mercado capitalista. La aparición del sector público puede frenar o retardar este proceso, tanto por el lado de los ingresos, si estos se obtienen de forma progresiva en función del nivel de renta de los ciudadanos y las empresas, o por el lado del gasto, al destinar una parte del mismo a transferencias sociales, y destinar gran parte del gasto al pago de salarios de empleados públicos. 

La tendencia actual en el mundo neoliberal es a que se pierda esta función redistribuidora por el lado del ingreso, pero que se mantenga, al menos en los países de desarrollo elevado, por el lado del gasto y las transferencias. Como el gasto público tiene una utilidad social superior a gran parte del gasto privado, su efecto en términos de bienestar es también más elevado. En cualquier caso, la constatación evidente es que el nivel de gasto público en España es ridículo para un país cuyos políticos se jactan continuamente de constituir la octava potencia industrial del mundo y cosas parecidas.

Pero el problema estructural es aún mayor si tenemos en cuenta que el peso del gasto público no solo es inferior al mínimo exigible para un país que aspira a mejorar el bienestar de su población, sino que la cosa es aun más grave, porque en los últimos tres lustros el peso de dicho gasto no ha dejado de reducirse. En 1995, por ejemplo, el gasto público corriente representaba el 38,5% del PIB, un 5% del PIB más que ahora (para hacerse una idea de lo que eso significa, pensemos que el 5% del PIB es lo que representaba en 1995 el trabajo de 625 mil trabajadores en un año, y en 2007, el equivalente al valor generado en un año por un millón de trabajadores españoles).

Por eso, antes de entrar en la discusión de los contenidos del presupuesto -cuánto y cómo se ingresa, cómo se distribuyen dichos ingresos entre los diferentes gastos o ahorros etc.- hay que tomar conciencia de que para modificar el comportamiento estructural de la economía, no ya para avanzar hacia el socialismo, sino al menos obtener un nivel de desarrollo capitalista en el cual los trabajadores participen algo más en la riqueza que generan, se precisa un cambio cuantitativo tan grande que podemos hablar de un verdadero cambio de modelo de Estado, al cual el PSOE -y mucho menos el PP, PNV o CiU- no está dispuesto a contribuir. El objetivo es trasladar el valor generado por dos millones de trabajadores, del mercado al sector público, y ello implica una reforma fiscal de envergadura. 

Pero los presupuestos también están condicionados por la coyuntura. Desde los años setenta hay un acuerdo generalizado respecto a que toda decisión de aumento del gasto debe ir acompañada del correspondiente procedimiento de captación de valor en el mercado, es decir, de una política que detraiga ese valor del marco de las decisiones privadas de gasto en el mercado y lo traslade al de las decisiones colectivas del gasto público. La ilusión monetaria de que el Estado podía gastar cuanto quisiera, por tener el monopolio de la emisión de dinero -monopolio que por cierto siempre compartió con la banca- dio lugar a las políticas populistas que alimentaron la inflación en la década de los setenta, no solo en Iberoamérica, también en los países del centro capitalista. La política de obtener ese valor por la vía del endeudamiento creciente, también ha pasado a mejor vida, y la izquierda debe convencerse de ello, no solo por la tontería neoliberal de que el aumento de la deuda pública dificulta que las empresas puedan endeudarse (el efecto crowding out, lo llaman los economistas), sino también porque, entre otras cosas el endeudamiento público supone detraer recursos del mercado, para devolvérselos a los agentes privados -los propietarios de la deuda pública- y encima con intereses. Por tanto la vía más adecuada para socializar el valor bajo el capitalismo es la política fiscal.

El problema es que la capacidad de captar valor mediante los impuestos depende del nivel de estos y de la capacidad de inspección del Estado, pero también del ciclo económico. Y ocurre que la economía española está entrando en una fase recesiva, de reducción de crecimiento económico. Y si el PIB crece menos, el volumen de renta que se va a captar mediante impuestos será menor. Y el problema se multiplica, porque una de las funciones del gasto público es precisamente compensar las fases recesivas de la economía privada, mediante aumento del gasto en inversiones y en transferencias, para sostener la demanda y la actividad productiva. Y en época de vacas flacas, no se puede pretender sacar más leche de cada vaca (subir impuestos) porque se nos pueden morir, es decir, las empresas, en particular las menos rentables, pueden verse agobiadas por la carga fiscal, cerrar las puertas y contribuir así a empeorar aun más el ciclo.

Por lo tanto, nos encontramos con una situación de difícil gestión: si en términos estructurales es imperativo aumentar el gasto público, pero en la coyuntura que ahora comienza es complicado aumentar los impuestos, ¿Qué hacer?

Atajar el problema Pues atendiendo a la realidad de la economía hispana, al menos se puede dar la pelea por unas cuantas cosas. En primer lugar, duplicar el número de inspectores y subinspectores fiscales. Esto es imprescindible par atacar algunas de las bolsas del enorme fraude fiscal existente en España, vinculada sobre todo a la economía sumergida, que puede representar en torno a la quinta parte del PIB (el valor del trabajo anual de cuatro millones de trabajadores, para entendernos). 

Profesionales liberales, pequeñas empresas del sector servicios, rentistas… atacar la evasión fiscal puede reportar al Estado unos ingresos de entre un 5% y un 10% del PIB, lo cual no es poca cosa, y además porque la evasión se traduce en su mayor parte en consumo suntuario, no en inversión y creación de empleo, y por eso, aunque la coyuntura sea de freno y tentetieso, el impacto de ese aumento de impuestos no será negativo.

Por otro lado, frente a la demagogia de la reducción de impuestos, hay que proponer una reforma fiscal en serio, mediante una campaña que ponga en evidencia que quienes pagan impuestos en este país son los trabajadores asalariados y las grandes empresas, y que las reformas aplicadas por los últimos gobiernos del PSOE y PP se han orientado a reducir lo que pagan las grandes empresas y a trasladar aún más la carga fiscal sobre las espaldas de los asalariados.

En este sentido, y al margen, reproponer un aumento de la escala de tipos en el IRPF y otras medidas relativas a impuestos directos, hay que reconocer el valor que puede tener un tipo incrementado en el IVA, que cargue el consumo suntuario, para recaudar por la vía del consumo al menos parte de lo que evade la población de mayores ingresos personales.

Respecto al gasto, la cosa parece más sencilla, pero no lo es. Es cierto que las carencias en materia de gasto público afecta a todo tipo de gasto: social, en infraestructuras, en personal al servicio de la administración… un aspecto que no se ha llegado a debatir por parte de la izquierda social y política es definir en que cesta o cestas hay que poner más huevos de reivindicación y lucha política: ¿en las pensiones? ¿en el gasto sanitario, el educativo? ¿en las infraestructuras de transporte, en las energéticas?... sin un plan de intervención, sin un programa coherente, la credibilidad de la reivindicación deja mucho que desear, y la efectividad de la lucha se resiente.

Una última observación en relación con los Presupuestos Generales del Estado para 2008: ¿Qué tiene que ver todo lo dicho hasta ahora con la intervención política de la izquierda en el debate presupuestario? Me da la impresión que al entrar al trapo de la discusión del detalle, la izquierda ha desaparecido para los ciudadanos como referente real de que otro mundo, y también otra política presupuestaria, puede ser necesaria, útil y posible.

Notas
(1) Todos los datos citados provienen de la revista European Economy, statistical annex, otoño 2007

* Profesor de Economía 
de la Universidad del País Vasco

- En 2007 el gasto público en España representó un tercio (33,3%) del PIB, frente a un 42,5% en los países de la eurozona. En países como Suecia, Dinamarca o Francia, casi llega al 50%.

- En los últimos tres lustros el peso del gasto público no ha dejado de reducirse. En 1995, representaba el 38,5% del PIB, un 5% del PIB más que ahora.

- Es imprescindible atacar el enorme fraude fiscal existente en España, que puede reportar al Estado unos ingresos de entre un 5% y un 10% del PIB
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